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Inconstitucionalidad
27-2006/30-2006/31-2006/38-2006/39-2006/
41-2006/42-2006/49-2006/54-2006/56-2006/61-2006
Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, San Salvador, a las ocho horas y cuarenta minutos del día nueve de octubre de dos mil siete.
            Los presentes procesos acumulados fueron iniciados, de conformidad con el art. 77-F de la L. Pr. Cn., mediante requerimientos provenientes: los primeros cinco, el noveno y el décimo –27-2006, 30-2006, 31-2006, 38-2006, 39-2006 y 54-2006 y 56-2006–, del Tribunal Primero de Sentencia, el sexto –41-2006–, del Tribunal Quinto de Sentencia, el séptimo –42-2006– del Juzgado Decimoprimero de Paz, el octavo –49-2006– del Tribunal Sexto de Sentencia, y el decimoprimero –61-2006– del Juzgado Quinto de Instrucción, todos de esta ciudad; en virtud de haber declarado inaplicable: el art. 34 de la Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas (LERARD) y art. 76 del Código Penal (C. Pn.), contenidos en los Decretos Legislativos: (i) nº 153, de 2-X-2003, publicado en el D. O. n° 208, tomo 361, correspondiente al 7-XI-2003, modificado por medio de los Decretos Legislativos números 215 y 253, de 5-XII-2003 y 17-II-2004, respectivamente; y (ii) n° 1030 de 26-IV-1997, publicado en el D. O. n° 105, tomo 335, correspondiente al 10-VI-1997; por la supuesta violación a los arts. 3, 15, 21, 27 y 86 inc. 1º Cn.
            Las disposiciones inaplicadas prescriben:
Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas:
"Posesión y tenencia. Art. 34. El que sin autorización legal posea o tenga semillas, hojas, florescencias, plantas o parte de ellas o drogas ilícitas en cantidades menores de dos gramos, a las que se refiere esta ley, será sancionado con prisión de uno a tres años y multa de cinco a mil salarios mínimos mensuales urbanos vigentes. --- Si la posesión o tenencia fuere en cantidades de dos gramos o mayores a esa cantidad, a las que se refiere esta ley, será sancionado con prisión de tres a seis años; y multa de cinco a mil salarios mínimos mensuales urbanos vigentes. --- Cualesquiera que fuese la cantidad, si la posesión o tenencia es con el objeto de realizar cualesquiera de las actividades señaladas en el artículo anterior, la sanción será de seis a diez años de prisión; y multa de diez a dos mil salarios mínimos mensuales urbanos vigentes. --- Este precepto no será aplicable cuando la conducta realizada encaje en otro tipo penal más grave".
Código Penal
"Pena conjunta de prisión y multa. Art. 76. Cuando la pena principal sea conjuntamente de prisión y multa, aquella no podrá sustituirse por ésta. En este caso, se aplicará simultáneamente la pena de multa y aquella otra que sustituya a la de prisión cuando procediere".
            Han intervenido en el proceso, además de los tribunales requirentes, la Asamblea Legislativa y el Fiscal General de la República.
            Analizados los argumentos y considerando:
            I. En el proceso, los intervinientes expusieron:
            1. A. El Tribunal Primero de Sentencia de San Salvador, en sus Sentencias de 21-IX-2006 (proceso penal ref. 185-1-2006), 25-IX-2006 (proceso penal ref. 158-1-2006), 25-IX-2006 (proceso penal ref. 176-1-2006), 21-IX-2006 (proceso penal ref. 182-2-2006), 4-X-2006 (proceso penal 201-1-2006), 18-X-2006 (proceso penal ref. 206-2-2006) y 19-X-2006 (proceso penal 186-2-2006), sostuvo –en todos los casos con idénticos argumentos– que en los Decretos Ejecutivos relativos al salario mínimo, se establece una serie de salarios para varios rubros o sectores, así: (i) para las recolecciones de café, (ii) de la caña de azúcar, (iii) del algodón; (iv) para los trabajadores del comercio y servicios (v) de la industria; (vi) de la maquila textil y confección, (vii) de las industrias agrícolas de temporada, y (viii) para trabajadores agropecuarios.
            En ninguna de tales clasificaciones –dijo– se encuentra la categoría de salarios mínimos mensuales urbanos a que hace referencia el art. 34 de la LERARD. "Esto hace de imperiosa necesidad de reflexionar en caso de que se tenga que condenar a una persona a la pena de multa que regula el art. 34 de la ley ya precitada, cuál debe seleccionar el juzgado de todos los salarios antes mencionados, porque en forma clara, precisa y expresa no está dentro de las categorías de salarios que establece el Ejecutivo en el Ramo de Trabajo, la exigida por el legislador en la ley especial en comento".
            Si bien ello puede resultar aparentemente un problema interpretativo –siguió–, la actividad interpretativa que realiza el juez penal no puede desligarse del principio de legalidad, el cual exige evitar los conceptos abiertos o excesivamente indeterminados, lo cual implica que está prohibida la analogía, aunque no la interpretación analógica. De ahí que la analogía, que no es una forma de interpretación de la ley, se proyecta sobre todas aquellas disposiciones perjudiciales para el imputado, lo que en doctrina se conoce como analogía in malam partem.
            "De ahí que le está vedado al juez, ante la falta de un salario mínimo mensual urbano, decir que por ello se puede aplicar, por ejemplo, el salario relativo al comercio y servicios, porque pareciera que es el que más se ajusta al salario urbano; estaría aplicando la analogía. Pero otro juez bien podrá sostener con argumentación lógica, pero no por ello válida, que son todos aquellos salarios excepto el rubro de los trabajadores agropecuarios. De ahí que pueda tener varias alternativas para establecer en definitiva la pena de multa. Como podrá notarse, los jueces estarían actuando con una facultad discrecional no legitimada por el principio de legalidad (…), porque el juzgador no actúa bajo una discreción sino bajo el principio nullum crimen, nulla poena sine lege".
            Además, los jueces remitentes explicaron que la facultad para determinar con precisión la multa en cuestión, ha sido delegada a un órgano diferente al Legislativo, esto es, al Ejecutivo, con lo cual "se ven vulnerados dos artículos de nuestra Constitución como son el principio de legalidad, art. 15 y la indelegabilidad de las atribuciones de los órganos del Estado, art. 86 inc. 1º parte segunda".
            B. El Tribunal Quinto de Sentencia, en su Sentencia del 26-IX-2006 (proceso penal ref. 211-1-2006), inaplicó la sanción de multa prevista en el art. 34 inc. 2º de la LERARD "por ser inconstitucional al lesionar el principio de legalidad que consagra el art. 1 del Código Penal (sic)", pues la pena de multa, de acuerdo al art. 51 del C. Pn., se cuantifica sobre la base del salario mínimo diario vigente en el lugar del tiempo de la sentencia, pero en el presente caso se da una infracción al principio de legalidad penal por no especificar a qué tipo de salario se refiere de los tomados por el Consejo Nacional del Salario Mínimo. Con ello, se vulneraría también la seguridad jurídica "al quedar al arbitrio del juez o tribunal, qué salario mínimo sería el que se tomaría en cuenta para cuantificar la pena".
            Por otra parte, sostuvo que también se vulnera el principio constitucional de legalidad, en la medida que el salario mínimo no se establece por ley, sino conforme a Acuerdos del Consejo Nacional del Salario Mínimo, de acuerdo a lo prescrito en el art. 149 del Código de Trabajo, Consejo que es un organismo dependiente del Ministerio de Trabajo y Previsión Social.
            Concluyó afirmando que, en razón de que la pena de multa se cuantifica conforme al salario mínimo vigente al momento de emitirse la sentencia, con ello se infringiría el principio de retroactividad de las penas; pues se estaría tomando el "salario mínimo urbano (…) vigente, no al momento de los hechos, sino al momento de la sentencia -según integración con el art. 51 C. Pn.-, con lo que se aplicaría retroactivamente una pena que está prohibida por el art. 21 de la Constitución".
            Es por ello que, al infringir el principio de legalidad contemplado en el art. 15 Cn. y el art. 1 del C. Pn., declaró inaplicable la ley objeto de control en este proceso.
            C. El juez Decimoprimero de Paz de San Salvador, en su Sentencia de 21-IX-2006 (proceso penal ref. 285-RQ-06-1), fundamentó que los arts. 34 de la LERARD y 76 del C. Pn. violentan los principios de igualdad y seguridad jurídica, los cuales constituyen derechos fundamentales del procesado.
            En relación con el principio constitucional de igualdad, sostuvo que éste "debe entenderse que al momento de existir situaciones similares, como cuando se cometan delitos, los cuales no importando su naturaleza, ni su gravedad, pero sí que lo mismos sean hechos típicos, antijurídicos, culpables y sancionables, se les dé un mismo trato normativo; en tal sentido, los delitos que regula el C. Pn., se encuentran sancionados con una sola pena principal, no así los regulados en la Ley Especial de Drogas (sic), la cual exige condenar con dos penas principales al procesado lo que desde ningún punto de vista conlleva a su justificación".
            Con relación a la seguridad jurídica, planteó que resulta transgredida por ambos artículos, pues "de imponerse dos penas al encartado, como es la pena de prisión y la pena de multa, aún y cuando cumpla la primer pena o la que se le imponga en sustitución de la misma en razón de su penalidad, si el sindicado no cuenta con los recursos económicos para cumplir con la multa, esta subsistiría de conformidad a lo establecido en el art. 76 Pn., poniendo al sindicado en situación de no poder cumplir con la referida sanción por un tiempo indefinido, lo que conlleva a una no efectiva tutela judicial, volviéndose la pena de multa innecesaria y desproporcional".
            D. El Tribunal Sexto de Sentencia de esta ciudad, en su Sentencia del 10-X-2006 (proceso penal ref. 222-06-1), al inaplicar el art. 34 inc. 2º de la LERARD, sostuvo que la pena de multa ahí contemplada resulta contraria al principio de legalidad –art. 15 Cn.–, en cuanto que la misma no se encuentra determinada en forma precisa en una disposición con jerarquía de ley secundaria, partiendo del hecho que el salario mínimo está sujeto a la determinación del Órgano Ejecutivo, por lo cual el juez, para imponer la referida pena de multa, deberá consultar decretos que no son legislativos. De esta forma, consideró que la pena no ha sido establecida con exactitud en la ley penal.
            E. Finalmente, la jueza interina del Juzgado Quinto de Instrucción de San Salvador, en su Sentencia del 24-X-2006 (proceso penal ref. 131-06-5), al inaplicar los arts. 34 inc. 2° de la LERARD y 76 del C. Pn., consideró que ambos contrastan con los arts. 1 y 3 Cn., en lo relativo a los derechos de seguridad e igualdad jurídica, argumentando que: tanto la prisión como la multa son penas principales, según el art. 45 del C. Pn., y su aplicación simultánea para un mismo hecho típico sobrepasaría el fin perseguido de la pena, esto es, extralimitaría su función volviéndola innecesaria y desproporcional; y, por otro lado, que de acuerdo al principio de igualdad en la formulación de las leyes, cuando se cometen delitos, independientemente de su naturaleza o gravedad, debe dárseles un mismo trato normativo, sin embargo, "los delitos que regula el código penal, se encuentran sancionados con una sola pena principal, no así los regulados en la Ley Especial de Drogas (sic), la cual exige el condenar con dos penas principales al procesado, lo que desde ningún punto de vista conlleva a su justificación".
            2. A. Por resoluciones de fechas 28-IX-2006, 29-IX-2006, 5-X-2006, 10-X-2006, 19-X-2006, 30-X-2006, 7-XI-2006, 8-XI-2006 y 10-XI-2006, esta Sala recalcó, como ha acontecido en anteriores precedentes jurisprudenciales con procesos de esta misma naturaleza, que el conocimiento de las decisiones sobre las inaplicabilidades emitida por los diferentes órganos jurisdiccionales, no se convierte bajo ningún concepto en un recurso o procedimiento de revisión de la inaplicación declarada, y tampoco es un juzgamiento del juicio penal promovido en dicho tribunal, sino que éste es independiente del proceso de inconstitucionalidad en razón de tratarse de un cauce de conexión entre el control difuso –art. 185 Cn.– y concentrado –art. 183 Cn.– de la constitucionalidad de las leyes; por tanto, los medios impugnativos que pudieran incoarse en contra la resolución dictada por los jueces ordinarios siguen siendo viables, cumplidos que fueran los presupuestos legales para tal efecto.
            B. Particular énfasis amerita lo resuelto en el auto inicial del proceso 41-2006, debido a que en la sentencia remitida, uno de los jueces del Tribunal Quinto de Sentencia de esta ciudad –el Lic. Leonardo Ramírez Murcia– emitió un voto disidente en el cual calificó de inconstitucional el art. 77-E de la L. Pr. Cn., en lo relativo a la obligación de remitir certificación a esta Sala para que tramite un proceso de inconstitucionalidad.
            Dicho juez fundamentó su voto en cinco razones, a saber: (i) incumplimiento de la prohibición de avocarse causas pendientes, art. 17 inc. 1º Cn.; (ii) que el constituyente no creó un mecanismo de control sobre el control difuso y con la remisión que objeta se estaría reformando la Constitución por vía de ley ordinaria, violando así el procedimiento de reforma constitucional del art. 248 Cn.; (iii) afectación al principio de separación de poderes, reconocido en el art. 86 Cn.; (iv) creación de un mecanismo de instancia del proceso constitucional diferente a la demanda o petición de un ciudadano –arts. 174 y 183Cn.–; y (v) violación a la legalidad de la tramitación del proceso de inconstitucionalidad por no preverse el informe de la autoridad emisora de la disposición impugnada y la opinión del Fiscal General de la República, a quien por imperativo constitucional le corresponde velar por la constitucionalidad y legalidad del ordenamiento jurídico, y defender los intereses del Estado y la sociedad –art. 193 ord. 1º Cn.–
            En respuesta a tales argumentos, y siguiendo el mismo orden de señalamientos, este Tribunal aclaró que:
            a. Los arts. 77-E y 77-F de la L. Pr. Cn. no regulan un recurso, pues no habilitan el "conocimiento", por parte de esta Sala, de un caso judicial concreto a través del proceso de inconstitucionalidad, ya que la certificación de la declaratoria de inaplicabilidad sólo representa otra forma de inicio de éste, sin posibilidad alguna de modificar el criterio adoptado por el juez requirente; todo con el fin de facilitar el objetivo principal de las reformas a la L. Pr. Cn., cual es el de garantizar la aplicación homogénea de la Constitución por parte de los jueces y tribunales de la República.
            b. No se trata de un "control sobre el control difuso" puesto que, no obstante el art. 77-F de la L. Pr. Cn., en su inc. 1°, menciona que esta Sala resolverá la constitucionalidad o no de la declaratoria de inaplicabilidad emitida por determinado juez o tribunal, el inciso final del mismo artículo conlleva a una interpretación conforme a la Constitución, cuando regula que la Sala de lo Constitucional resolverá en su sentencia definitiva la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley, disposición o acto, por lo cual el objeto de control será la disposición declarada inaplicable en abstracto, y no la resolución judicial en la cual se ejerció el control difuso.
            c. No se ha vulnerado la separación de poderes en la medida que con la remisión de las declaratorias de inaplicabilidad únicamente se conectan los criterios utilizados para el control difuso con el control concentrado, en aras de discernir con efectos erga omnes si efectivamente existe la inconstitucionalidad advertida por los jueces en la disposición inaplicada, conservando así los jueces la facultad derivada del art. 185 de la Cn., sin que el pronunciamiento de esta Sala, originado por remisión de una de esas inaplicaciones, los coaccione a modificar, revocar, reformar, etc. la resolución por ellos dictada.
            d. La jurisprudencia de esta Sala –v. gr., la interlocutoria del 18-XII-2003, emitida en el proceso de Inc. 58-2003–, entendió la legitimación activa en estos procesos, de una manera más flexible y menos formalista, dando una interpretación amplia al art. 183 de la Cn., por lo que la expresión "ciudadano", no implica la imposibilidad de postular la demanda de inconstitucionalidad en razón de un interés propio y directo, distinto al establecido en el art. 73, ord. 2° Cn., y en virtud de esto, no puede restringirse la labor de procurar la pureza constitucional de las leyes afirmando que el proceso de inconstitucionalidad sólo puede ser iniciado "a petición de cualquier ciudadano" –excluyendo a jueces en sus funciones–, y mediante una "demanda" –entiéndase en su acepción más formalista, excluyente de la figura del requerimiento por vía remisión de sentencia de inaplicabilidad–.
            e. Es improcedente crear un procedimiento sui generis para los procesos iniciados por requerimiento judicial y ellos deberán desarrollarse en concordancia con el contexto normativo –en materia de plazos, informes, traslados y demás– que aporta el Título II de la L. Pr. Cn., para ser coherentes con la idea que esta Sala no "revisará" la declaratoria de inaplicabilidad del juez en el caso concreto, porque no es una instancia más de conocimiento, sino que se pretende el inicio de un proceso de control abstracto, ajeno a los efectos que puedan haber producido a las partes en el caso concreto.
            C. También es importante hacer referencia a la aclaración que se hizo en el auto inicial de fecha 30-X-2006, relativo al proceso 49-2006, en el cual, al tener por recibida la certificación enviada por el Tribunal Sexto de Sentencia de esta ciudad, se dijo:
            "No obstante que los jueces remitentes han invocado como fundamento jurídico de inaplicabilidad, el art. 1 del Código Penal, en lo relacionado con el principio de legalidad de la pena, es importante recordar que éste constituye un parámetro de rango infraconstitucional que, conforme a la naturaleza de este proceso y a la jurisprudencia de esta Sala –Sentencia de sobreseimiento en el proceso de Inc. 18-2001, del 14-X-2003–, no posee las características de supremacía, rigidez y protección reforzada, entre las más importantes de las normas constitucionales. Asimismo, conforme a los criterios de admisión de este Tribunal –v. gr. resolución del 11-II-2004, pronunciada en el proceso de Inc. 2-2004–, se encuentra indeterminado el parámetro de control si la argumentación se fundamenta en la supuesta violación a disposiciones infraconstitucionales, y no en la supuesta contradicción con la Constitución. En tal sentido, este Tribunal no puede tomar en cuenta, dentro de los motivos de inconstitucionalidad, la norma penal citada para realizar el examen de constitucionalidad en el presente proceso con base a ella, ya que no representa una disposición normativa con equivalentes cualidades a la norma normarum, sino estrictamente legal".
            D. En los autos iniciales se circunscribieron los motivos sobre los cuales se decidiría en sentencia de fondo, en los siguientes términos: (i) de los requerimientos del Tribunal Primero de Sentencia de esta ciudad, se estableció que el análisis de constitucionalidad radicaría en verificar si el objeto de control contraría el principio de legalidad y de indelegabilidad de atribuciones a los órganos de Gobierno, arts. 15 y 86 inc. 1°Cn.; (ii) del requerimiento proveniente del Tribunal Quinto de Sentencia de esta ciudad, se determinó que serían analizados en sentencia los argumentos tendientes a evidenciar que la disposición legal inaplicada vulnera lo dispuesto en los arts. 15 y 21 Cn. –principio de legalidad e irretroactividad de las leyes–; (iii) de los argumentos de inaplicabilidad expuestos por el juez suplente Décimo Primero de Paz de esta ciudad, los motivos a analizar se delimitaron a las confrontaciones normativas tendientes a evidenciar que los arts. 34 de la LERARD y 76 del C. Pn. vulneran lo dispuesto en los arts. 3, 27 inc. 3° y 246 de la Cn. –principios de igualdad en la formulación de la ley y de proporcionalidad de la pena, así como el carácter teleológico de ésta–; (iv) de los motivos de inaplicación expuestos por los jueces del Tribunal Sexto de Sentencia de esta ciudad, se concluyó que el examen de constitucionalidad radicaría esencialmente en dilucidar, de un modo general, obligatorio y, en su caso, con carácter constitutivo, si el objeto de control contraría el principio de legalidad de la pena –art. 15 Cn.–; y (v) del requerimiento efectuado por el Juzgado Quinto de Instrucción de este distrito judicial, se concluyó que los motivos de inconstitucionalidad objeto de análisis serían los tendientes a evidenciar que la disposición inaplicada vulnera lo dispuesto en los arts. 3, 27 inc. 3° y 246 Cn., es decir, los principios de igualdad en la formulación de la ley, de proporcionalidad de la pena, y el carácter teleológico de ésta.
            E. Habiendo verificado, conforme a los arts. 77-A y 77-C de la L. Pr. Cn., que las declaratorias de inaplicabilidad relacionadas, reunieron los presupuestos mínimos para iniciar un proceso de esta naturaleza, y luego de delimitar los motivos de inconstitucionalidad objeto de análisis, esta Sala dio trámite a los procesos, ordenando que la Asamblea Legislativa rindiera informe de acuerdo al art. 7 L. Pr. Cn., en el plazo de diez días hábiles, mediante el cual justificara la constitucionalidad de las disposiciones declaradas inaplicables por los tribunales requirentes, tomando en cuenta los motivos de inconstitucionalidad delimitados y admitidos.
            3. La Asamblea Legislativa coincidió en sus informes al explicar, luego de citar los considerandos de la LERARD, que el art. 34 de dicho cuerpo normativo, en los incisos que establecen la pena de multa basada en salarios mínimos mensuales urbanos vigentes, no violenta los arts. 15 y 86 Cn. pues aunque el Órgano Ejecutivo, en el Ramo de Trabajo, es quien determina los salarios mínimos, el tribunal deberá valorar lo más favorable al condenado –art. 5 del C. Pn.–, pudiendo ser salarios de comercio, servicio e industria y, por lógica, no deberá aplicar los salarios que pertenecen al sector rural ni mucho menos el más elevado.
            Asimismo, expuso que no existe la inconstitucionalidad alegada, ya que el derecho a la igualdad supone que no cualquier trato desigual es discriminatorio, sino sólo cuando no esté basado en causas objetivas y razonables, es decir, el legislador puede introducir diferencias de trato cuando no sean arbitrarias y estén justificadas por la situación real de los individuos o grupos. Aplicándolo al presente caso, agregó que el juzgador consideró la posibilidad de imponer penas principales –prisión y multa–, como una medida ejemplarizante para quienes cometan delitos regulados en la LERARD, como ley especial.
            En cuanto a la proporcionalidad de la pena, manifestó que es justificable que exista tanto la pena de prisión como la multa, pues la primera conlleva a que la persona se readapte a la sociedad en un centro penitenciario donde incluso realizan actividades laborales remuneradas, de acuerdo a lo establecido en la ley para cada caso. Consecuentemente, concluyó que los arts. 34 de la LERARD y 76 del C. Pn. no son inconstitucionales.
            4. Los presentes procesos fueron acumulados con fecha 9-III-2007 los primeros cinco, y 26-I-2007 los seis restantes, para correr un solo traslado al Fiscal General de la República, quien en su oportunidad sostuvo que el art. 34 inc. 2° de la LERARD sólo desarrolla un precepto constitucional, en el sentido de que toda acción penal conlleva el resarcimiento de un daño civil, pero que el término "multa", probablemente, esté mal empleado ya que se trata de una sanción pecuniaria basada en el salario mínimo, como una forma de retribución a la sociedad del daño causado por la comisión del ilícito penal, y no como una sanción administrativa.
            Concluyó entonces que con dicha disposición legal "no se está imponiendo ninguna clase de multa, sino una sanción penal", al igual que el art. 76 del Código Penal que no hace más que establecer que la sanción es penal, llevando colateralmente la sanción económica. En consecuencia, opinó que no existe la inconstitucionalidad del art. 34 inc. 2° de la LERARD, en cuanto a los arts. 15 y 86 Cn.
            II. Luego de haber expuestos los motivos que han esgrimido los diferentes tribunales para resolver la inaplicabilidad de las disposiciones impugnadas, las razones aducidas por la Asamblea Legislativa para justificar las mismas y la opinión del Fiscal General de la República, es procedente hacer algunas consideraciones concernientes al objeto de control de constitucionalidad en el presente juicio, específicamente en cuanto a la contradicción advertida sobre el principio de irretroactividad.
            Así, los jueces del Tribunal Quinto de Sentencia de este distrito judicial, al exponer sus argumentos sobre la inconstitucionalidad del art. 34 inc. 2° de la LERARD, señalan entre otros, que la pena de multa se cuantifica conforme al salario mínimo vigente al momento de la sentencia, y no al momento del hecho, con lo cual se estaría violentando el principio de irretroactividad de la pena contemplado en el art. 21Cn.
            Sin embargo, es necesario advertir que la disposición controvertida no prescribe que tal cómputo económico deba hacerse de acuerdo al salario vigente al momento de la sentencia, pues la estructura del tipo en su consecuencia jurídica únicamente hace referencia a los "salarios mínimos mensuales urbanos vigentes". 
            Ahora bien, el tribunal requirente ha hecho integración normativa del art. 34 LERARD con el art. 51 C. Pn., en tanto que entiende es éste el que determina el ámbito temporal de la consecuencia jurídica –multa- al cuantificarla con base en el salario vigente al momento de la sentencia.
            Sin embargo, esta Sala no puede acceder a ponderar la constitucionalidad del art. 51 C. Pn., sobre la contradicción advertida al principio de irretroactividad, pues dicha disposición no ha sido inaplicada. Por tanto debe sobreseer respecto de la contradicción advertida en el art. 34 LERARD, por violación al principio de irretroactividad.
            III. Una vez depuradas algunas de las diferentes pretensiones en sus aspectos formales, conviene entrar al conocimiento de fondo de las mismas. En primer lugar, se efectuará una referencia general a la pena de multa regulada en el Código Penal (IV); para realizar posteriormente un análisis jurisprudencial constitucional referido al principio de legalidad penal desde un enfoque constitucional (V), y por último, analizar el problema de las normas penales en blanco y el mandato de determinación o certeza, así como el de la reserva de ley formal en materia penal (VI), y luego resolver desde esta perspectiva las disposiciones sometidas a control (VII).
            IV. La pena, como una sanción acaecida por la realización de un comportamiento típico, antijurídico y culpable, no sólo puede comprender la privación de libertad, sino también la restricción de uno o varios derechos distintos a la libertad de locomoción, por lo cual hasta afectar el patrimonio del condenado. Las sanciones penales que tienen por objeto material el patrimonio, se denominan "penas patrimoniales", y cuando éstas deben satisfacerse en dinero se denominan "penas pecuniarias".
            En el Código Penal vigente, sólo existe una pena que reviste ambas características, la "multa", la cual aparece regulada como pena principal en el art. 45 ord. 4°, así como en los arts. 51 y siguientes.
            De acuerdo con el jurista alemán Heinz Zipf, la pena de multa puede definirse como una intervención en el patrimonio del penado, realizada en ejercicio de la soberanía estatal, y cuya medida se específica en dinero; es decir, se trata de una pena que consiste en el pago de una cantidad de dinero.
            Sin duda, la objeción más importante que se efectúa con relación a la multa penal, es la desigualdad en su trato con relación a la posición económica de los condenados, lo cual puede generar su ineficacia. En efecto, para algunos la pena de multa puede consistir en un desembolso insignificante de dinero, y para otros, en una cantidad económica difícil de cancelar, lo que podría acarrear su ruina.
            Para obviar tales inconvenientes, fue ideada una fórmula legal que permitiera equilibrar la cuantía de la pena con la capacidad económica del condenado; ésta es conocida en la actualidad como el "sistema de días-multa", creada por el jurista escandinavo Thirën, y que fue incluido por primera vez en el Proyecto de Código Penal sueco de 1916, el cual por el momento es el sistema dominante en la mayor parte de ordenamientos de orientación europeo-continental, y en los más modernos estatutos penales iberoamericanos.
            En El Salvador, tal sistema se encuentra regulado en el art. 45 ord. 4° del C. Pn., que literalmente dice: "La pena de multa, cuyo importe se cuantificará en días multa y será de cinco a trescientos sesenta días multa".
            De acuerdo a la forma en que ha sido regulada en el estatuto punitivo vigente, la multa adquiere tres connotaciones distintas: (i) aparece como pena principal (arts. 139, 141, 184, 190, 211, 234, 239, 245, 262-A, 278, 281, 288-A y 296 entre otros); (ii) como una pena alternativa a la prisión (art. 147); y por ultimo, (iii) se encuentra como una pena principal conjunta con la de prisión (165, 169, 170, 177, 178, 179, 186, 188, 189, 214-A, 235, 236, 237, 253, 267, 336, 365 y 366 entre otros).
            En el ámbito moderno, esta pena ha adquirido una creciente importancia en razón de las ventajas que conlleva su implementación, entre ellas: (i) carece de efectos degradantes sobre el condenado, permitiéndole ello mantener su contacto con el medio social y familiar ; (ii) es fácilmente graduable y adaptable a la situación económica del reo; (iii) no conlleva gasto alguno al Estado para su ejecución, al contrario, le genera ingresos a sus arcas; y (iv) es un sustitutivo muy eficaz de las penas cortas de prisión, lo cual evita un proceso de desocialización en delincuentes primarios o hacedores ilícitos de menor gravedad (por todos, Gerardo Landrove Díaz, Las consecuencias jurídicas del delito)
            De acuerdo al art. 51 C.Pn., su procedimiento de determinación se basa en dos etapas: (i) la fijación de cada día-multa por el tribunal sentenciador conforme a las condiciones personales, a la capacidad de pago y a la renta potencial del condenado al momento de la sentencia, no pudiendo ser menor a la tercera parte del salario mínimo vigente en "el lugar al tiempo de la sentencia", ni sobrepasar el quíntuplo del mismo; (ii) la estipulación de la forma de pago, que puede efectuarse en una sola ocasión, por cuotas semanales, mensuales o, en las que el Juez de Vigilancia Penitenciaria estime convenientes.
            Aunado a lo anterior, y en razón de que tal sanción penal no puede conllevar un efecto degradatorio de la situación económica del reo o de su grupo familiar, el art. 53 del C. Pn. otorga potestades al juez que supervisa el cumplimiento de la pena, para que pueda modificar el importe de cada día multa fijado en la sentencia, y aún reducir su monto o aplazar la ejecución de la sentencia en el caso de una imposibilidad de pago inmediato por el condenado.
            Tal círculo de posibilidades se cierra, además, con la hipótesis de que cuando no exista capacidad de pago por el condenado, y cuando esté prevista como pena única o alternativa a la prisión, pueda ser reemplazada con trabajo de utilidad pública, a razón de dos horas trabajo por cada día multa. Y cuando sea cancelado lo que reste por cumplir, también concluye el trabajo de utilidad pública (art. 54 C. Pn.)
            V. Corresponde en este apartado, efectuar algunas consideraciones doctrinarias y jurisprudenciales con relación al principio constitucional de legalidad, y la importante función que éste desempeña dentro del ámbito del Derecho Penal material.
            En la Sentencia pronunciada el 14-II-1997 en el proceso de Inc. 15-96, esta Sala afirmó que el denominado principio de legalidad es una derivación conceptual de la seguridad jurídica, y que consiste en la sujeción del ejercicio de las potestades públicas al ordenamiento jurídico, todo ello como un pilar fundamental que da vida al Estado de Derecho. Como se advierte, el ideal esencial que persigue este principio, es que los miembros de la colectividad social sean gobernados por la voluntad racional y justa de las leyes y no por la voluntad arbitraria de los hombres.
            En la específica materia penal, este principio adquiere connotaciones más acentuadas que en las otras ramas jurídicas, en razón de los intereses que son puestos en juego: la protección de los diversos bienes jurídicos –individuales o colectivos– de la ciudadanía en general, y el derecho fundamental a la libertad –y otros conexos– de los cuales puede verse privado quien se indique como realizador o ayudante de un hecho delictivo, siendo confirmada tal aseveración por medio del proceso penal.
            En este sentido, la determinación prescriptiva de las conductas punibles, obliga a que no se utilicen conceptos oscuros e inciertos, que puedan inducir a la arbitrariedad, pues cada individuo debe entender perfectamente a qué atenerse, lo que reclama al legislador que las leyes penales sean precisas y claras.
            Por ello tiene razón Hans Heinrich Jescheck, cuando afirma que "las intervenciones penales alcanzan una mayor profundidad en cuanto a sus efectos que cualesquiera otras intromisiones en la libertad y la propiedad; aquéllas encierran un acento especialmente gravoso sobre todo a través de la desaprobación ético social que les es inherente. Por ello, la Ley penal y su aplicación no sólo deben cumplir con los principios jurídicos de carácter formal, sino que también debe existir una correspondencia interna con las exigencias de Justicia que se encuentran condensadas en el principio material del Estado de Derecho" (Tratado de Derecho Penal, puesto al día por Thomas Weigend).
            Citando nuevamente la referida decisión, se expuso que éste comporta en el ámbito punitivo: (i) la garantía criminal, como seguridad que nadie será sancionado por hechos que no haya sido previamente tipificados como hechos punibles por la ley penal (art. 1 C. Pn.); (ii) la garantía penal, como seguridad que a nadie se le impondrá otra pena que la prevista en la ley penal para el respectivo delito (art. 1); (iii) la garantía jurisdiccional, es decir, la seguridad que a nadie se le impondrá la pena prevista por la ley para el hecho punible atribuido, sino como consecuencia de un proceso jurisdiccional que tenga por objeto la comprobación de la existencia de tal delito, y la averiguación de quién lo haya cometido, a fin de sancionar al culpable (art. 2 C. Pr.Pn.), y (iv) la garantía ejecutiva, en el sentido que a nadie se le aplicará la pena grado diverso o de modo diferente a la regulación específica que para tal efecto se haya hecho previamente en la ley (art. 4 de la Ley Penitenciaria).
            En el ámbito de la creación y aplicación del ordenamiento jurídico penal, este principio impone al menos tres exigencias que pueden abreviarse conforme al primigenio brocardo latino creado por Paul Johann Ritter Feuerbach: a) nullum crimen, nulla poena sine lege praevia; b) nullum crimen, nulla poena sine lege escrita, y c) nullum crimen, nulla poena sine lege estricta. El primero exige la existencia de una ley promulgada con anterioridad a la ejecución del hecho que se pretende sancionar, impidiéndose con ello su aplicación retroactiva a situaciones anteriores a su vigencia; el segundo, denominado también "principio de reserva", establece que la creación, modificación o derogación expresa leyes penales únicamente puede efectuarla el órgano constitucionalmente facultado para ello –en nuestro medio, la Asamblea Legislativa–; y el tercero impone que la redacción normativa de la conducta penalmente prohibida así como de su pena sea claras, precisas e inequívocas; lo cual permite, una correcta aplicación del Derecho por parte del juez penal, quien no puede castigar hechos distintos o imponer penas diferentes a las que ha establecido la voluntad general expresada en el parlamento –prohibición de la analogía in malam partem–.
            Con relación a esta última exigencia referida a la "lege stricta" o "lege certa", su desarrollo jurisprudencial constitucional aparece plasmado en la Sentencia de 1-IV-2004, que destaca su importancia al garantizar el estricto sometimiento del juez a la ley penal, vedando todo margen de arbitrio o de discrecionalidad en su aplicación así como una interpretación analógica de la misma, y por otro, la seguridad del ciudadano en cuanto a la certeza que la ley penal le permite de programar sus comportamientos sin temor a posibles condenas por actos no tipificados previa y claramente.
            VI. A efectos de esta sentencia, conviene referirse particularmente al principio últimamente expresado, relacionado con la técnica legislativa de las leyes penales en blanco.
            De acuerdo con Enrique Cury, por ley penal en blanco se entiende "toda aquella disposición que remite el complemento de un precepto a una disposición distinta cualesquiera que sea su origen y ubicación de esta última" (La Ley penal en blanco). Generalmente, tal complementación implica la remisión a una disposición diferente a la penal, que puede ser del mismo rango normativo (normas penales en blanco impropias) o de uno inferior (normas penales en blanco propias). En cuanto a las segundas, éstas se caracterizan por requerir el reenvío a disposiciones creadas por órganos distintos al Legislativo y de inferior jerarquía (disposición reglamentaria, ordenanza, acto administrativo, etc.)
            En la actualidad, un amplio sector doctrinario reconoce la necesidad de hacer uso de esta técnica legislativa al existir sectores sociales altamente dinámicos (medio ambiente, salud pública, comercio exterior, seguridad vial, entre otros), y cuya ordenación jurídica debe adecuarse con celeridad a tal realidad. Pero también, su excesiva proliferación en los estatutos punitivos dan lugar una serie de desventajas como son: (i) la excesiva indeterminación de la conducta típica con el consiguiente desmedro de la seguridad jurídica y la función preventivo-general que la norma aporta a los ciudadanos; (ii) las dificultades que entrañan al aplicador del Derecho Penal en la tarea interpretativa, pues le obligan a remitirse a ámbitos jurídicos o que le son desconocidos o que, por lo menos, no conoce tan bien como el penal propiamente dicho; además de encontrarse con la discordancia relativa al alcance y contenido de ambos tipos de normas, y (iii) por último, quizás el problema más importante relativo a las leyes penales en blanco propias, cuando el complemento de la norma penal constituye una disposición emanada de una autoridad diferente al Legislativo, y que suele ser regularmente de inferior jerarquía, lo cual constituye una infracción al principio constitucional de la división de poderes dentro del marco del Estado Constitucional.
            Igualmente, se distingue entre leyes penales en blanco en sentido estricto y leyes penales en blanco "al revés". Las primeras establecen la sanción a imponer, siendo necesario complementar el supuesto de hecho; de forma distinta acontece en la ley en blanco "al revés", cuya conducta prohibida está plenamente descrita, más no la consecuencia jurídica cuya determinación requiere de otra norma. En realidad, la única manera de solventar estas contradicciones entre esta técnica legislativa y el principio de legalidad, radica en fijarle límites a su utilización.
            En efecto, el legislador penal tiene siempre la posibilidad de recurrir a la complementación normativa por medio de un reenvío exterior, es decir, a otra disposición de igual o inferior rango legal, siempre que la naturaleza de la materia así lo exija, y él describa de forma clara, precisa y inequívoca la conducta penalmente sancionada, no pudiendo dejar su determinación absoluta o completa a una autoridad distinta, particularmente de inferior rango.
            Aquí vale la pena citar de forma ilustrativa, los parámetros que al respecto ha emitido el Tribunal Constitucional español en sus ya célebres sentencias emitidas el 5-VII-1990, 16-IX-1992 y 28-II-1994 con relación al tema. Así, ha afirmado que el reenvío a un reglamento para la complementación de la norma penal resulta válido bajo estas condiciones: (i) que el reenvío sea expreso y esté justificado en razón del bien jurídico protegido; y (ii) que el tipo penal contenga la pena y el núcleo esencial de la materia de prohibición, satisfaciendo con ello la exigencia de certeza. De acuerdo con tales fallos, el reenvío a materias diferentes del tipo ha de tener un carácter adjetivo o complementario, más no principal.
            Como se advierte, se trata de consideraciones igualmente valederas con relación al Derecho Penal salvadoreño, y que esta Sala igualmente suscribe como requisitos y parámetros obligatorios a los cuales debe sujetarse la actividad legisferante en el ámbito criminal.
            VII. 1. En el caso sub judice, se ha alegado con relación a los arts. 34 LERARD y 76 C. Pn., que la multa afecta al principio constitucional de igualdad, así como el de resocialización.
            En cuanto al primer punto, por ser ilícitos penales de igual gravedad tanto los regulados en la LERARD como los contemplados en el Código Penal, no merecen un diferente trato normativo en orden a la gravedad del castigo. Con relación a la proporcionalidad y la resocialización, se aduce que el artículo supra referido determina que aún cuando pueda sustituirse la pena de prisión por otra pena, no podrá hacerse lo mismo con la multa, quedando subsistente esta última hasta que el condenado pague el monto fijado. Y tal prescripción de ley ha de cumplirse, pese a que el condenado no cuente con los recursos para pagarla.
            Para poder resolver ambos puntos, es preciso destacar que el sistema sancionatorio contemplado en la LERARD es totalmente distinto contemplado al del Código Penal; ya que, en el último, el castigo estatal se cuantifica conforme a la fórmula de "días-multa", mientras que en el segundo de acuerdo a la medida económica de "salarios mínimos urbanos vigentes", medida que sin duda no se encuentra regulada para ningún supuesto típico del estatuto punitivo general. Lo cual denota un interés de legislador por un tratamiento más severo a esta singular familia de delitos.
            Ahora bien, el legislador tiene un ámbito de libre configuración en orden a la modulación de la sanción de acuerdo a la gravedad del hecho y de la culpabilidad del autor, de acuerdo a las consideraciones político-criminales que estime convenientes. Es por ello, que los diferentes ilícitos penales cuentan con penas diversas y, que se adecuan entre otras razones al valor del bien jurídico protegido, la intensidad del ataque, la intención revelada por el agente, y aún a la gravedad del resultado. Por tanto, todos los delitos no pueden tener una igual pena, y ello no significa necesariamente una violación al principio constitucional de igualdad.
            Así entonces, el principio de igualdad traducido en las sanciones penales no ha de significar un mismo tratamiento a todos los hechos punibles sean estos delitos o faltas, pues las finalidades preventivo-generales serán diversas, y más aún como acontece en el caso de los delitos relativos a los drogas, cuya ejecución comprende en muchos casos el concurso de redes criminales altamente organizadas nacional e internacionalmente. De igual forma, además de que tales actividades pueden generar la lesión a la salud individual, suponen sin discusión alguna, un riesgo potencial para la salud de todo el conglomerado social.
            Estos parámetros de diferenciación, justifican sobradamente una escala significativa de pena distinta de otros delitos, y que puede conllevar la imposición de la pena privativa de libertad junto con la multa como pena principal conjunta. Se concluye, entonces, que no existe infracción alguna a la norma contemplada en el art. 3 de la Constitución bajo tales argumentos, y así debe declararse en la presente sentencia.
            Sin embargo, con relación a los tópicos concernientes a la proporcionalidad y la resocialización, no puede dejar de señalarse –como se ha hecho en diversos fallos– que existe una orientación constitucional de la ejecución de las penas –y en particular de la pena privativa de libertad– a la reeducación y reinserción del condenado, lo cual permite renunciar a la pura retribución como finalidad preventiva en esta sede, e igualmente limita los fines preventivo-generales que pueden prevalecer sobre la dignidad humana.
            Desde esta perspectiva, si se entiende la resocialización como el proceso encaminado a combatir las causas de la delincuencia y evitar que la persona vuelva a delinquir procurando evitar la reincidencia, todas las penas –conforme al mandato contemplado en el inc. 3º del art. 27 Cn.– deben ir enfocadas a esta finalidad desde el momento de su creación y aplicación. En este sentido, sólo las penas proporcionadas -art. 246 Cn- a la gravedad del injusto como de la culpabilidad son las más aptas por lograr un éxito dentro de la fase de ejecución penitenciaria.
            Así, particularmente en el caso de la multa, cuando aparezca como pena conjunta con la de prisión, no debe generar nunca efectos desocializadores ni desproporcionados en el sentido de constituirse en un obstáculo insalvable para la reincorporación del penado a la comunidad en el caso de su impago.
            Las anteriores consideraciones son valederas para el caso contemplado en el art. 76 del Código Penal, cuyo tenor literal establece que la pena de multa no podrá ser sustituida –en el caso de que aparezca como pena conjunta–, aún cuando se cambie por otra medida restrictiva de derechos la pena privativa de libertad.
            Tal disposición se muestra inaceptable desde la óptica de la proporcionalidad y de los fines constitucionales que las penas han de perseguir, pues impone el pago de una cantidad económica que en muchos casos será de difícil o imposible recaudación para el condenado, y de la cual pende el cumplimiento íntegro de la sentencia.
            Así, esa situación personal de insolvencia acompañará todo el lapso de cumplimiento de la sanción sustitutiva (arresto de fin de semana o trabajo de utilidad pública) y aún se mantendrá luego de su conclusión, quedando únicamente extinguida la pena de multa por medio de la prescripción cuando no se haya podido integrar a las arcas del Estado (art. 99 del C. Pn.)
            Esto resulta de particular interés con relación a la regulación especial que contempla la LERARD, cuyo monto dinerario estipulado para la multa oscila regularmente desde los cinco o seis salarios mínimos mensuales a los mil quinientos salarios mínimos mensuales. De forma ejemplificativa, si se toma en cuenta el salario mínimo por treinta días para los trabajadores de comercio y servicio, el cual es de ciento setenta y cuatro dólares con treinta centavos (US$ 174.30), el monto que un juez penal podrá tomar en cuenta va desde los ochocientos setenta y un dólares con cincuenta centavos (US$ 871.50) hasta los doscientos sesenta y un mil cuatrocientos cincuenta dólares (US$261,450).
            Tales cantidades darán lugar a graves diferenciaciones en la aplicación de la ley penal, pues para algunos la multa si podrá tener una incidencia real para su patrimonio por contar con los recursos económicos para cancelarla, mientras otros no podrán ni siquiera pagar la décima parte de ellas.
            Al desconocer el art. 76 C.Pn., por tanto, que la determinación de la pena de multa debe estar en función de la situación económica del condenado, y al no contemplar en su tenor literal, una solución legal en aquellos casos donde exista una imposibilidad absoluta de cancelación del monto judicial fijado –como regula por ejemplo el art. 54 C. Pn.– determinando ello un obstáculo a su reinserción social, es procedente declarar la inconstitucionalidad de referido artículo, y así debe ser establecido en la sentencia.
            2. Conviene ahora referirse a los argumentos de inaplicabilidad sostenidos con relación a la consecuencia jurídica de multa que acompaña los diversos supuestos de hecho contemplados en el art. 34 de la LERARD.
            A. Uno de los fundamentos que se han sostenido en las diferentes decisiones jurisdiccionales certificadas, es el relativo a que el salario mínimo diario vigente no se fija de acuerdo por medio de una ley formal, es decir, emitida por el Órgano Legislativo, sino que resulta fijado por medio de un Decreto Ejecutivo, que tiene como base un proyecto de decreto elaborado por el Consejo Nacional de Salario Mínimo (arts. 155 al 159 del Código de Trabajo), lo cual es contrario al principio de legalidad, en su variante del nullum crimen, nulla poena sine lege scripta.
            Tomando como punto de referencia las consideraciones efectuadas en el Considerando V de la presente sentencia, el principio supra citado impone al menos dos claras exigencias en la configuración de la ley penal: (i) se excluye la costumbre como posible fuente de delitos y penas; y (ii) no basta con la existencia de la ley escrita para cumplir con tal presupuesto, sino que ella ha de ser una producción del parlamento, como representante del pueblo; con lo cual se excluye a los reglamentos, las ordenanzas ministeriales o municipales, etc. como fuentes de producción de ilícitos y consecuencias jurídicas de contenido criminal. En suma, ambos corolarios hacen relación al carácter fundamentalmente político del principio.
            Sin embargo, como se ha relacionado en lo relativo a las leyes penales en blanco, en algunas ocasiones –y con regularidad con relación al comportamiento típico– el complemento de la materia de prohibición queda entregado a una autoridad de rango inferior a aquella competente para crear leyes (leyes penales en blanco propias).
            Ello no resulta per se inconstitucional, pues como ha sido ampliamente detallado, si la protección penal del bien jurídico se encuentra inexorablemente relacionada con aquellos sectores sociales cuya regulación jurídica no puede permanecer estática y, además, si el núcleo de la prohibición penal aparece claramente detallado en el tipo teniendo el reenvío un carácter expreso y netamente complementario, tal técnica legislativa se encuentra dentro de los ámbitos de admisibilidad.
            Ahora bien, el tópico sometido a análisis de esta Sala, versa sobre una "ley penal en blanco al revés", es decir, en aquella donde se determina el complemento de la sanción conforme a un Decreto Ejecutivo. En particular, se trata de un supuesto no muy estudiado por la doctrina por su rareza, pues ésta es unánime en afirmar que la sanción penal debe encontrarse nítidamente establecida en el "tipo garantía".
            Empero, es posible deducir más de alguna razón de conveniencia práctica que haya impulsado al legislador a su utilización en el Código Penal, como es el hecho de que si se imponen cantidades exactas de dinero como límites internos y externos de la pena de multa, tales valores pueden resultar superados en el devenir histórico por diversos fenómenos económicos (por ejemplo: devaluación de la moneda, inflación, la mayor capacidad adquisitiva de la población, etc.), volviéndose inútiles las finalidades intimidatorios perseguidas por la política criminal estatal. Por otra parte, la elección del "salario mínimo mensual" como unidad económica en este sector del ordenamiento jurídico, responde a su clara referencia y fácil manejo para la actividad judicial, además de contar con el indiscutible conocimiento de la colectividad en general.
            Desde otro punto de vista, y tomando como base lo estipulado con las leyes en blanco en sentido estricto, si se expresa claramente en la norma penal que la sanción comprenderá tal medida económica, comprendiéndose un tope interno y un tope externo bajo tales parámetros, y remitiéndose únicamente al aspecto complementario, cual es la cantidad, no se aprecia que ello pudiera suponer una flagrante violación al principio de legalidad penal. Al contrario, ello resulta avalado por razones de conveniente, practicidad y conocimiento general. En consecuencia, se concluye que no resulta inconstitucional la utilización de leyes penales en blanco "al revés" desde las razones expuestas, y debe desestimarse en este punto la pretensión.
            B. Con relación al segundo punto impugnado, sobre si es viable, desde la perspectiva constitucional, el reenvío expreso a una norma no penal, y con la cual se integra la consecuencia jurídica de una disposición penal, esta última debe expresar claramente el objeto de complemento, y éste debe encontrarse estipulado en forma precisa e inequívoca, aún cuando se trate de materia administrativa como la reglamentaria.
            En efecto, si el fundamento principal del nullum crimen sine lege praevia et stricta consiste en la necesidad de garantizar al ciudadano que siempre será advertido lo que está amenazado con una pena mediante una ley formal preexistente en la cual se encuentre determinado, esto debe ser garantizado tanto por la norma que expresa el reenvío como por la norma que sirve de complemento.
            En otras palabras, y siguiendo a Enrique Cury, "la disposición complementaria debe formularse de manera que, conjuntamente con la ley en blanco, describa el hecho mandado o prohibido de tal modo que, al conocerlas, un hombre común sepa precisamente lo que debe hacer o no hacer para evitar la imposición de una pena".
            Un ejemplo sobre lo anterior puede verificarse con la remisión normativa prescrita en el art. 51 del Código Penal hacia el menor salario mínimo vigente, donde puede apreciarse sin dificultad el valor abstracto complementario de la sanción a escoger entre las opciones previstas en la norma complementaria -de la diversidad de salarios mínimos, el menor -. Así, el aplicador de la sanción tiene previamente establecida la base cuantificable para calcular el monto de la multa.
            C. En conclusión, dada su actualidad o dinamismo y el fácil manejo de los mismos, es válido establecer valores abstractos que complementen a la norma penal en blanco; sin embargo, ésta debe ser clara en la determinación de la categoría o especie que efectivamente lo complemente, como exigencia del mandato de certeza que deriva del principio de legalidad penal -art. 15 Cn.-.
            Ello no acontece, con relación a los distintos supuestos de multa que plantea el 34 de la LERARD, en los cuales se hace referencia a la unidad económica de "salarios mínimos mensuales urbanos vigentes", y siendo que dicho término que no resulta contemplado en el Decreto Ejecutivo n° 83, de 23-VIII-06, publicado en el Diario Oficial N° 156, tomo 372 de 24-VIII-2006, sino que el mismo solamente establece la siguiente clasificación del salario mínimo según el sectores productivos de la nación, no se precisa a cual salario acudir de la tipología siguiente: (i) trabajadores de comercio y servicio; (ii) trabajadores de industria; (iii) trabajadores de maquila textil y confección; y (iv) trabajadores agropecuarios (este último sub-dividido en los salarios correspondientes a las cosechas de café, caña de azúcar y algodón.).
            En efecto, en cada prescripción que tase la multa o sanciones económicas conforme a un parámetro abstracto como el salario mínimo, resultaría conveniente el señalamiento expreso del Legislador sobre la especie de salario al que se acudirá según el sector productivo o la clasificación que sobre los mismos emite el Órgano Ejecutivo, para no generar violaciones a la seguridad jurídica y al principio de legalidad penal.
            En el presente caso, existe una excesiva indeterminación de qué rubro económico debe ser tenido en cuenta para la integración de la sanción penal. Y origina un ámbito de discrecionalidad judicial difícilmente justificable, derivada de una defectuosa regulación de la materia, la cual pone en serio riesgo la aplicación efectiva del Derecho Penal, con el consiguiente desmedro de la seguridad jurídica en general. 
            Distinto es el caso en el cual se determine, cuando menos, el sector productivo al que dicho salario mínimo sea aplicable, pues esto reduce la indeterminación, y proporciona un grado de certeza cuantificable según se trate del salario mínimo para trabajadores de la industria, comercio y servicios, maquila textil y confección o trabajadores agropecuarios entre otros fijados por el Órgano Ejecutivo.
            Es claro, por tanto, que el principio de legalidad exige el estricto sometimiento del juez a la ley, vedando todo margen de arbitrio o de discrecionalidad en su aplicación; lo que, en el Derecho Penal, se traduce en la necesaria predeterminación normativa de las conductas punibles y de sus correspondientes sanciones -en su versión sustantiva-, y de las autoridades, procedimientos y competencias -en su versión procesal-.
            Establecida la inconstitucionalidad de la norma inaplicada por violación al principio de legalidad penal, carece ya de objeto pronunciarse sobre la contradicción advertida al principio de indelegabilidad de funciones, consagrado en el art. 86 Cn., y por tanto debe sobreseerse dicho motivo.
            Por tanto
            Con base en las razones expuestas, disposiciones constitucionales citadas y arts. 11 y 77-F de la Ley de Procedimientos Constitucionales, en nombre de la República de El Salvador esta Sala:
            Falla:
            1. Sobreséese en el presente proceso en relación con el art. 34 LERARD, en cuanto a la contradicción señalada contra el principio de irretroactividad de las leyes –art. 21 Cn.-, pues los términos de inaplicación no fueron adecuadamente planteados.
            2. Declárase que los arts. 34 LERARD y 76 del Código Penal, no contradicen el art. 3 de la Constitución, por estar dentro del ámbito de libertad de configuración de las normas penales el poder establecer, a partir de criterios de diferenciación relevantes, la pena de multa junto con la pena privativa de libertad.
            3. Declárase que la utilización de las leyes penales en blanco relativas a la complementación de la consecuencia jurídica en el caso de la multa en el marco de la Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas, no contradice el principio de legalidad penal prescrito en el art. 15 de la Constitución de la República.
            4. Declárase inconstitucional, en su contenido, de modo general y obligatorio, el art. 76 del Código Penal, por contravenir al principio de proporcionalidad y la finalidad resocializadora que ha de inspirar al sistema general de penas, en la medida que no permite la sustitución de la pena pecuniaria de multa, en los casos de incapacidad económica del reo para pagarla.
            5. Declárase inconstitucional, en lo relativo a la consecuencia jurídico-penal de multa, el art. 34 de la Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas, por inobservancia del principio constitucional de legalidad penal, en la medida que el reenvío para su complementación no tiene existencia alguna en el Decreto Ejecutivo n° 83, de 23-VIII-2006, publicado en el Diario Oficial N° 156, tomo 372, de 24-VIII-2006.
            6. Sobreseese en el presente proceso en cuanto a la contradicción advertida en el art. 34 LERARD, por violación al principio de indelegabilidad de funciones, consagrado en el art. 86 de la Constitución, pues dicha disposición ya ha sido declarada inconstitucional.
            7. Notifíquese la presente resolución a todos los intervinientes.
            8. Publíquese esta Sentencia en el Diario Oficial dentro de los quince días siguientes a esta fecha, debiendo remitirse copia de la misma al Director de dicho órgano oficial. ---A. G. CALDERON---V. de AVILÉS---J. N. CASTANEDA S.---J. ENRIQUE ACOSTA---M. CLARÁ---PRONUNCIADO POR LOS SEÑORES MAGISTRADOS QUE LO SUSCRIBEN---S RIVAS DE AVENDAÑO---RUBRICADAS
 
 
